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DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. CASO Nº 8. INCAPACIDAD TEMPORAL
Dª. Marta Rodríguez trabaja como carnicera en una gran superficie. Antes del comienzo de la actividad recibió un curso de formación en materia de prevención de riesgos laborales, en el que se insistió en la necesidad de utilizar un guante metálico para sujetar la carne que había de cortarse, con el fin de evitar accidentes. Dª. Marta, alegando sus quince años de experiencia como charcutera, se negó desde el principio a utilizar el guante, actitud tolerada en un principio por la empresa, que, no obstante, lo puso a su disposición. A los dos años de empezar a trabajar para esa gran superficie, la empresa modificó su actitud, pues una compañera de Dª. Marta sufrió un importante corte por no usar el guante metálico. La empresa comunicó a Dª. Marta que debía comenzar a usar el guante inmediatamente, a lo que ella se negó. Tras una semana, la empresa amonestó verbalmente a Dª. Marta, que siguió sin utilizar el guante. A consecuencia de ello, la empresa le amonestó por escrito, con amenaza de suspensión de despido disciplinario por desobediencia de persistir su actitud. Un día después, Marta, que seguía sin utilizar el guante, se distrajo hablando con una clienta, amiga de la infancia, y se cortó un tendón. En principio, el corte solamente hubiera supuesto un mes de baja, pero la dolencia se agravó porque el cuchillo estaba ligeramente oxidado, lo que derivó en una infección, a consecuencia de la cual Marta no pudo prestar servicios durante 200 días.
Los grupos 1 y 2 deben resolver la práctica asumiendo una posición de defensa del trabajador.

Los grupos 3 y 4 representarán los intereses de la mutua.

Los grupos 5 y 6 adoptarán la perspectiva del empresario.

Los grupos 7 y 8 asumirán la posición del INSS

El grupo 9 debe resolver la práctica como observador imparciales (actuará como juez).

El grupo 10 actuará de comodín. Es decir, podrán ser testigos, peritos, la demandante o cualquier rol que una de las partes les asigne (hay que contactar previamente con la persona en cuestión).
JUSTIFICACIÓN Y OBJETIVOS DE LA PRÁCTICA
La adquisición de competencias, habilidades y destrezas por parte de los alumnos exige que el profesor no se limite a transmitir información, y que se introduzca cierta variedad en las actividades, con el fin, además, de incrementar la motivación del alumnado ante los nuevos retos que se le presentan. El estudiante debe habituarse a resolver casos prácticos de la manera más correcta posible, pero también ha de asumir la posición de un operador jurídico determinado, de forma que afronte un problema desde una perspectiva dada.
La práctica que se propone pretende que los alumnos efectúen una simulación de un pleito judicial. A tal fin, se distribuirán por grupos, y cada uno de esos grupos adoptará un rol determinado, debiendo comparecer en juicio y defender a la parte que les haya correspondido de la mejor forma posible. Los grupos no deben, en modo alguno, ofrecer una solución conforme a los cánones señalados en prácticas anteriores, sino que habrán de valorar todas las opciones y defender aquella que más se ajuste a la pretensión de su cliente o defendido, aunque sus posibilidades teóricas de triunfo resulten más reducidas.

Mediante estas prácticas se desarrollan, desde luego, las competencias relacionadas con la expresión oral, pues los alumnos estarán obligados a exponer sus argumentos o teorías en público, delante de sus compañeros y del profesor en la simulación del juicio. A tal fin, deberán elaborar discursos coherentes, que, en gran medida, especialmente en la fase de presentación o contestación de la demanda y en la de conclusiones, habrán debido preparar con antelación.

Pero, además, esta clase de prácticas permiten asimismo entrenar, y mejorar, la agilidad mental y la capacidad de improvisación. En este sentido, cada grupo preparará sus intervenciones de forma autónoma, de modo que ninguno de ellos conocerá con exactitud cuáles serán las líneas argumentativas del resto. Los alumnos, así pues, deberán anticiparse a las posibles alegaciones de la contraparte, con el fin de tener preparada un réplica o contrarréplica, si fuera menester. En caso de imprevisión, los estudiantes deberán preparar ese contraargumento en el mismo momento, con lo que se puede medir su capacidad de reacción.
El propósito de ayudar al alumno a conseguir una visión de conjunto, y a incrementar la capacidad de improvisación, exige que algunos de ellos actúen como testigos o peritos, de modo que se practique una prueba pericial, testifical o de confesión. En estos supuestos a menudo se incurre en contradicciones o en incoherencias, que los estudiantes deben detectar, o, de lo contrario, el profesor debe poner de manifiesto. Es imprescindible insistir en que los interrogatorios y contrainterrogatorios deben contar con un objetivo claro, definido, ya que han de conducir hacia un determinado resultado. Y esos resultados deben integrarse en las conclusiones finales, para justificar la fase probatoria. Los alumnos no suelen interrogar a los testigos de las otras partes, y en muchas ocasiones no incorporan en sus conclusiones el resultado de las pruebas testificales, error en el que conviene insistir desde las primeras etapas de formación, pese a que no se dediquen en el futuro a la representación y defensa en juicio.
También podría señalarse como objetivo la mejora de la expresión escrita, sobre todo en lenguaje jurídico, aunque para ello es necesario que el planteamiento de la práctica esté orientado a ese objetivo, y, especialmente, que la fase de preparación del juicio sea lo suficientemente amplia como para permitir la confección de la demanda y de la contestación a la demanda, además, en su caso, de otros documentos, como actas de la inspección, contratos de trabajo o cualquier otro que pudiera resultar de interés.

Lógicamente, la corrección en la expresión y argumentación jurídica constituye un objetivo prioritario, como también el respeto a las formalidades y protocolos propios de la práctica judicial. Aunque no todos los alumnos opten por esa salida profesional en el futuro, es conveniente que en la fase de formación puedan contemplar distintas perspectivas para orientar con mayor convicción y más conocimiento de causa sus elecciones.

PROPUESTA DE SOLUCIÓN
Esta práctica no tiene como objetivo que el alumno ofrezca una respuesta jurídica plenamente correcta desde la perspectiva del fondo, sino que se adapte al rol que se le ha asignado y sea capaz de argumentar y defender su posición de la mejor forma posible. No es determinante para la calificación, por consiguiente, a quien se declare finalmente como vencedor del pleito, puesto que el punto de partida puede resultar muy desigual. Si no se parte desde la misma posición y con las mismas opciones, la victoria, en sí misma, no es un dato relevante. En todo caso, el alumno debe entregar por escrito la práctica antes de la simulación del juicio, para garantizar una preparación adecuada.
El docente debe adoptar una posición de supervisión del proceso, de forma que los alumnos puedan alcanzar los objetivos fijados. Esa labor de supervisión ha de comenzar en la propia preparación de los materiales imprescindibles para desarrollar el juicio (pruebas documentales, por ejemplo). Es absolutamente necesario imponer límites estrictos a los alumnos, de manera tal que sólo pueden considerarse hechos probados aquellos que constan en la práctica. La capacidad de invención sobre los hechos debe contar con un margen muy reducido, o prácticamente nulo, porque de lo contrario se produciría indefensión para el resto de alumnos. Desde esta perspectiva, parece razonable limitar las pruebas documentales a las estrictamente imprescindibles. Y dichos documentos sólo pueden reflejar hechos que se deriven indiscutiblemente de la redacción del caso propuesto.

En cambio, el margen de maniobra debe ser mayor –aunque siempre con restricciones- para las pruebas testificales o de confesión (y en alguna medida también para ciertas pruebas periciales o en las que esté involucrado un testigo-perito), porque su valoración es más subjetiva para el juez, y las posibilidades de defensa aumentan gracias a la posibilidad de que todas las partes puedan efectuar sus preguntas. El estudiante debe ser consciente del efecto, beneficioso o perjudicial, que puede provocar que un testigo se contradiga.

También conviene insistir en la necesidad de plantear correctamente la demanda, haciendo notar que las pretensiones o peticiones no efectuadas pueden provocar perjuicios irreparables a sus clientes. Los alumnos tienden a centrar su esfuerzo en la argumentación y en ocasiones olvidan aspectos fundamentales, como la correcta identificación de la pretensión.

La labor de supervisión exige también una cierta orientación, pues el profesor debe asegurarse de que en el contexto del juicio se plantearán las cuestiones de fondo más relevantes que la práctica suscita. Desde luego, el profesor no ha de ofrecer una solución al alumno, sino que mediante tutorías previas ha de aclarar, o al menos insinuar, qué aspectos deben ser tratados, en función del rol que corresponda. Por supuesto, el alumno debe asumir que ha de preparar argumentos en contrario ante la eventualidad de que la otra parte adopte una determinada línea de actuación, pero debe comprender que si la otra parte decide no iniciar ese camino, seguramente no será necesario –dependerá de a quién corresponda la carga de la prueba y la incidencia en el resultado de la omisión- poner de manifiesto tales argumentos.

En el caso propuesto, por ejemplo, debe plantearse de inicio la calificación de la contingencia, porque la trabajadora se comporta de forma imprudente. Las diferencias entre imprudencia temeraria y profesional deben centrar, por un lado, la práctica de la prueba, y, por otro, las conclusiones. Resulta imprescindible que esta cuestión se suscite, pues de lo contrario la presencia de la Entidad Gestora en el juicio sería testimonial, y prácticamente carecería de sentido.
Por supuesto, también debe ser objeto de debate la reparación de las consecuencias. El recargo de prestaciones y la eventual indemnización por daños y perjuicios son posibles responsabilidades. Puede resultar adecuado informar al alumno, especialmente a quienes asuman la defensa del trabajador, de que ha de exigir las responsabilidades pertinentes, pero no indicarle cuáles son. Se corre el riesgo de que alguna cuestión no se llegue a plantear en el juicio, pero una omisión tan significativa puede resultar muy pedagógica en ocasiones.

Durante el juicio, la labor de supervisión del profesor debe resultar aún más comedida, y el criterio de actuación mínima parece el más adecuado. Excepcionalmente puede resultar muy útil impedir ciertas argumentaciones o interrogatorios demasiado repetitivos o que no conducen a un resultado claro. Esa es una función que corresponde a quienes asuman la posición de juez, pero la instrucción previa para esa labor no siempre es suficiente, y la inexperiencia impide en muchas ocasiones que los alumnos en ese rol dirijan convenientemente el juicio. 

En verdad, la labor fundamental del profesor en esta fase del juicio consiste en el arbitraje de ciertas disputas, principalmente las que tienen que ver con la admisión de pruebas presentadas. Aunque también es esa una labor del juez, se pueden llegar a plantear situaciones dudosas, zonas fronterizas en las que el criterio del profesor es determinante, pues es quien mejor conoce si esa decisión tiene trascendencia en orden a alcanzar los objetivos perseguidos con la práctica.

Tras la celebración de la vista, los estudiantes que asumen el papel de jueces habrán de elaborar su correspondiente decisión. Aunque se puede exigir su redacción por escrito, es conveniente que deliberen y emitan un fallo en el mismo momento, lo que, por un lado, favorece el desarrollo de la capacidad de decisión, y, por otro, se ajusta mejor a la consecución de objetivos ligados a la motivación del logro para el resto de alumnos. Por supuesto, la decisión debe estar basada en el desarrollo del juicio, y no en la postura que los alumnos-jueces hubieran mantenido en su práctica por escrito.
Esta clase de prácticas cuentan con un ingrediente experimental de notable magnitud y generan muchas incertidumbres por la falta de hábito y experiencia de los alumnos. La calificación tiene un componente subjetivo más acentuado que en casos prácticos de otra índole, y quizá por ello es conveniente no apostar por una calificación numérica, sino simplemente por una calificación de aprobado o suspenso en función de la implicación del alumno y del cumplimiento de los objetivos perseguidos. Sólo cuando este tipo de prácticas se realiza frecuentemente parece aconsejable proceder a esa calificación numérica. 

Cuando se opta por la primera vía, no es conveniente informar previamente al alumno de la ausencia de calificación numérica, pues ello podría derivar en una reducción del esfuerzo y el interés, al considerar escasa la recompensa. Probablemente, esa desmotivación puede superarse fomentando cierta competitividad; el profesor podría insinuar, por ejemplo, que se valorará la victoria en el juicio. La composición de los grupos también puede permitir, es claro, un incremento de esa competitividad, que, bien entendida, es un elemento que contribuye a la superación personal.
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